Reserva / Título ejecutivo 

Expte Nº 42.910 “ALBERTI MERCE​DES  ETELVINA C/ MARQUEZ CRIS​TIAN S/ Cobro Ejecutivo”
Nº de Orden: 210.
Libro de Sentencias Nº 49

/NIN, a los veintiocho días del mes de Agosto del año dos mil ocho, reunidos en Acuerdo Ordinario los Señores Jueces de la Excma. Cámara de Apelación en lo Civil y Comercial  de  Junín Doctores RICARDO MANUEL CASTRO DU​RAN,  PATRICIO  GUSTAVO ROSAS Y JUAN JOSE GUARDIOLA, en causa Nº 42.910 caratulada: "ALBERTI MERCEDES ETELVINA C/  MARQUEZ CRISTIAN S/ Cobro Ejecutivo", a fin de dic​tar sentencia, en el siguiente orden de votación, Doc​tores: Guardiola, Castro Durán y Rosas.-

              La Cámara planteó las siguientes cuestio​nes:

               1a.-  ¿Se ajusta a derecho la sentencia apelada?

               2a.-  ¿Qué pronunciamiento corresponde dictar?

A LA  PRIMERA CUESTION, el  Señor Juez Dr. Guardiola, dijo:

               I. En la sentencia obrante a  fs.  64/65 el Sr. Juez de grado hace lugar a la excepción de inha​bilidad de título planteada por el ejecutado, rechaza en consecuencia la ejecución intentada por la Sra. Mer​cedes Etelvina Alberti, con costas. Se basa el  deciso​rio  en  la falta de exigibilidad del título -recibo de reserva  de  fs.8-,  en  tanto  del  mismo no consta el cumplimiento de las obligaciones a cargo del ejecutante careciendo de autonomía y autosuficiencia.
               Este  pronunciamiento  es apelado por el ejecutante, expresando agravios con la memoria  de  fs. 70,  donde  sostiene  que el supuesto de autos debe en​cuadrarse en el inc. 2º del art. 521 del  C.P.C.C.  por tratarse de un instrumento privado firmado por el obli​gado  y reconocido judicialmente; y que la Sra. Alberti no tenía  ninguna obligación a su cargo hasta tanto se cumpliera el plazo pactado en el recibo de reserva.
               Corrido el traslado de la fundamentación recursiva, es evacuado por la contraria  a  fs.  73/74, propiciando la confirmación el decisorio en crisis.

               Llegan de esta forma las actuaciones  en condiciones de ser resueltas (arts. 270, 552 y 555  del C.P.C.C.).

               II. Puesto en tal tarea, liminarmente es necesario recordar que para que un instrumento  privado traiga  aparejada  ejecución además de estar reconocida la firma o certificada por un escribano, debe en primer lugar documentar una obligación de pagar  una  suma  de dinero líquida o fácilmente liquidable y exigible (art. 518 del C. P. C. C.). Al igual que en todo título ejecuti​vo, estos caracteres deben constar del instrumento mis​mo, es decir, debe ser autosuficiente o autónomo, no siendo admisible para complementarlo desplegar una ac​tividad probatoria que exceda los límites de conoci​miento propios de este tipo de procesos (ver Bustos Be​rrondo,  "Juicio Ejecutivo", ed. Librería Editora Plan​tese, 8º ed, págs. 67 y ss; Donato "Juicio  ejecutivo", ed. Universidad, año 1.989, págs. 91 y ss).

               Enseña Palacio que: "en general consti​tuyen título hábil para promover la ejecución, previo reconocimiento de la firma por parte del deudor,  todos aquellos  instrumentos privados en los cuales consta el reconocimiento de una deuda líquida y exigible y no re​quieran una interpretación incompatible con la limita​ción de conocimiento que es propia del proceso que ana​lizamos, si las partes han pactado expresamente la vía ejecutiva y ésta no resulta desnaturalizada." (conf. "Derecho Procesal Civil", T. VII, págs. 352 y ss).

               En el particular, el recurrente confunde la autenticidad que le da al instrumento privado el re​conocimiento por parte del ejecutado, con la ejecutivi​dad que pese a ello no posee. El hecho de haberse reco​nocido  la  firma inserta en el instrumento, no implica que por aplicación de los arts. 1026 y 1028 del C. C. el mismo pase a tener fuerza ejecutiva. De lo contrario se llegaría a pensar que todo instrumento privado  recono​cido, o bien todo instrumento público, habilitaría la vía ejecutiva. Es que es realidad, no se está  poniendo en tela de juicio su fuerza probatoria, ya que bien po​dría hacerse valer como prueba documental en un proceso de conocimiento; sino la posibilidad de que sirva para llevar adelante una acción ejecutiva cuya  procedencia, es sabido, se funda únicamente en la existencia del título (arg. art. 518 y ccs. del C. P. C. C.).

               Aclarado ello, resta determinar si el "recibo de reserva" obrante a fs. 8 puede ser  conside​rado un título ejecutivo, adelantando mi opinión con​cordante con el a-quo en sentido negativo.

               El término "reserva", utilizado por las partes  de autos, es en principio ajeno a nuestro dere​cho, "se trata de una palabra que no posee sentido téc​nico jurídico, y que dadas sus múltiples acepciones se presta a la generación de equívocos." (C. Nac. Civ. sala C, 20/09/1999, "Banco de Ferreiro,  Irma  c.  Carballo, Rafael y otro, Lexis nro. 70021277).  Incluso  como  lo señala Gastaldi: "...lamentablemente, no  se  trata  de interpretar  una cláusula que se repita con idéntica- o al menos muy parecida- redacción, sino  de  interpretar instrumentos que, si bien similares, varían de un  caso a otro, creando una verdadera inseguridad en las opera​ciones de compra y venta..." (en "Las cláusulas de re​serva y otras cuestiones en la compra venta  inmobilia​ria", en ED 124-284).

               Varias son las posturas que en  doctrina y  jurisprudencia se han generado en torno a la natura​leza jurídica y el alcance de esta figura. Por ejemplo, Lapa sostiene que: "La `reserva de compra' es  el  ins​trumento que se suscribe cuando el interesado en adqui​rir un inmueble ofrecido en venta solicita, por  alguna circunstancia  especial  -generalmente,  por  falta del efectivo  necesario  para  totalizar el importe exigido como seña-,  que se le conceda un plazo para concretar la  operación. A tal fin, entrega cierta suma de dinero a quien pretende vender ese bien, a cambio  de  que  lo mantenga a su disposición durante dicho lapso, obligán​dose  ambas  partes  a  realizar,  dentro de éste, la compraventa del inmueble, atento a las principales con​diciones ya establecidas."(en "El boleto de compraventa para el corredor inmobiliario", ed. Depalma, año 1.983, 

pág. 53). Bueres sostiene que las reservas  propiamente dichas o "reservas  puras"  subordinan  la  relación contractual instrumentada en ella a la firma del boleto definitivo, por lo que se está en presencia de una con​dición suspensiva (art.  545  CC), por lo cual la frustración de tal boleto -como acontece en la especie-provoca  los  efectos del art. 548 de dicho Código, que establece  que en tal caso la obligación es considerada como si nunca se hubiera formado, razón por la cual, el promitente de venta debe restituir lo recibido  en  ca​rácter de reserva  (C.  Nac.  Civ,  sala  D,  en  autos "Dyzenchauz,  Julio  M.  v.  Edelstein  Pablo  F.,  del 22/09/97, publicado en JA  1998-IV-92,  Lexis  983823). Kiper, que: "...los contratos de reserva son atípicos o innominados, en virtud de los cuales el futuro vendedor se compromete a mantener indisponible el  inmueble  por un  cierto  período, a cambio de una suma de dinero. El futuro  comprador paga para que dicha cosa sea retirada de  la venta mientras se negocian las condiciones de la operación y  para tener preferencia en la adquisición. Al vencer el plazo sin que se arribe  a  la  conclusión del  negocio, se produce la caducidad, y la suma entre​gada  se  reintegrará o se retendrá  según lo que hayan pactado las partes. Por regla, corresponde la  restitu​ción de lo recibido.  (Cám.  Nac.  Civil,  sala  H, 03/12/2001, autos Rellan, Rodolfo E. c. Vía  Santa  Ana S.A., publicado en: LA LEY 2002-D, 960). 

               Posee tantos matices posibles esta figu​ra que ha llevado a la jurisprudencia a  concluir  que: "Ante la incertidumbre entonces que suele generar  esta "reserva", cuyo alcance no se encuentra establecido  en la ley y la cantidad de variantes  que  ocurren  en  la práctica negocial, es que la jurisprudencia ha señalado que al descifrar el sentido  preciso  de  las  llamadas "reservas", han de tenerse en cuenta las circunstancias de cada caso. Se ha dicho así que  debe desentrañarse su virtualidad jurídica, sin pre-concepto alguno en fa​vor o en contra de la fuerza  vinculante  definitiva  y prescindiendo de la literalidad de las palabras emplea​das  por  quienes  los celebran, indagando la verdadera esencia del plexo convencional. Son en definitiva, las particularidades propias de cada caso las que habrán de determinar el substractum del negocio, sin que sea con​veniente  atenerse  a pautas gen‚ricas preestablecidas. En cada supuesto habrá que valorar el concurso  de  los elementos constitutivos de la compraventa, la  determi​nación de la verdadera voluntad de las partes, sus  ac​titudes  anteriores  o posteriores al acto y establecer así la eficacia plena del boleto provisional." (CNCiv., Sala G, junio 3-1981, ED 94,  pág.  746;  ¡d.  12-VIII-1980, ED 91-242; CNCiv, sala D, agosto 24-1970, ED, 38-368; CNCiv, sala K, mayo 30-2005, LA LEY 2005-D, 213  - ED 214, 243).

               La reseña efectuada no persigue como fi​nalidad entrar al debate en torno a las "reservas", si​no únicamente poner de resalto la  dificultad  del  en​cuadre  jurídico.  Es decir, si estamos en presencia de un instituto que no posee un sentido unívoco, cuya in​terpretación debe realizarse  de  acuerdo  a  las  cir​cunstancias de cada caso en concreto, tratando de de​sentrañar la verdadera intención de las partes; resulta obvia la improcedencia de la vía  ejecutiva  para  este tipo de cuestiones.

               Aún considerando que la intención ha si​do la de realizar una seña como lo propone el ejecutan​te, estaríamos en presencia de una convención con pres​taciones recíprocas, y su exigibilidad quedaría  sujeta a la comprobación del cumplimiento de las  obligaciones que el reclamante tenía a su cargo, ya  sea  preparando la vía ejecutiva (art. 518 2º párr.  del  C. P. C. C.)  o bien  recurriendo a un proceso con amplitud cognoscitiva suficiente, cosa que no ocurre en autos. 

               Si centramos el análisis en el recibo de fs.  8,  del  mismo surge que el Sr. Márquez recibió la suma de $1.000 en concepto de reserva, a cuenta de pre​cio, por la compra de un inmueble que es  identificado, lo  mismo  que  el  precio  de  la  operación,  dejando constancia que la reserva se realiza por el plazo de 45 días a partir de la fecha de suscripción, esto  es:  el 21 de abril de 2.007. Sin embargo,  de  ninguna  manera puede inferirse la asunción por parte del  Sr.  Márquez de una deuda líquida y exigible de dinero, mucho  menos doblada  como  si fuera una seña, ni el cumplimiento de las obligaciones a cargo de la Sra. Alberti. El  propio apelante en su memoria reconoce que: "...el Sr. Márquez si tenía una obligación, pura y simple, de no vender la propiedad que figura en el recibo en  cuestión...", si realmente no cumplió con su obligación como  se  alega, ello no surge del título,  y  reitero: no es válido complementarlo recurriendo a elementos o conjeturas que son extrínsecas al mismo.

               En  sentido corroborante, se ha resuelto que: "De acuerdo a lo que establece el art.518 del CPCC para proceder ejecutivamente el actor debe presentar un título que traiga aparejada ejecución. Son presupuestos sustanciales del título ejecutivo  la  legitimación de las partes y que se  demande el cumplimiento de una obligación dineraria exigible, líquida o fácilmente li​quidable mediante simple operación aritmética. La exi​gibilidad presupone que la obligación que se ejecute haya sido claramente estipulada, no siendo factible re​alizar  inferencias  o  deducciones para establecerlas. Así no basta que del título surja el carácter de acree​dor del actor y de deudor del ejecutado, desde que  re​sulta  ineludible  que  surja  con  claridad cuál es la cuantía del crédito que el primero puede exigir al  se​gundo. Si tal cosa no es posible, no ser  la vía ejecu​tiva la que habrá de transitar el ejecutante. (JUBA, sumario  B1700346,  CC0001  SI  52165 RSI-131-90 I 1-3-1990, CARATULA: Asta Araldo c/ Bearzot Edgardo s/  Eje​cutivo por alquileres y expensas). Y que: "un  contrato sinalagmático que impone obligaciones recíprocas no es susceptible de abrir la vía ejecutiva, toda vez que di​cho trámite veda la posibilidad de que se esclarezca el cumplimiento de las obligaciones de ese tipo (Cám. nac. com. sala B, 29-5-78, La Ley 1978, v. D, p- 455), y  en razón de que el crédito líquido y exigible debe  resul​tar del instrumento mismo y no de la prueba externa del contrato. Todo lo que haga a  la  comprobación  de  los distintos  elementos  de  la relación contractual, cuya entidad no puede ser discutida en el marco  del  propio proceso ejecutivo, supone la sustanciación de un proce​so  de  conocimiento  tendiente a obtener la respectiva declaración de certeza (C m. nac. com. sala E,  2-7-85, La Ley 1986, v. A, p. 292)"(citado por  Morello  -Sosa- Berizonce, "Códigos...", T. VI-A,  ed.  Abeledo-Perrot, año 1.994, pág. 476). 

               Por lo expuesto, concluyo que el "recibo de reserva"  que se pretende ejecutar no reúne los re​quisitos necesarios para proceder ejecutivamente (arg. art. 518 del C. P. C. C.).

               Postulo en consecuencia la confirmación de la sentencia en crisis, con costas de Alzada también a la ejecutante vencida (art. 68 y 556 del C. P. C. C.).

ASI LO VOTO.-

Los Señores Jueces Dres. Castro Durán y Rosas, aducien​do análogas razones dieron sus votos en igual sentido.-

A LA SEGUNDA CUESTION, el Señor Juez Dr. Guardiola, di​jo:
               Atento el resultado arribado  al  tratar la cuestión anterior,  preceptos legales citados y en cuanto ha sido materia de recurso -artículos 168 de la Constitución Provincial y 272 del CPCC-, Corresponde:

               I- CONFIRMAR la sentencia en crisis, con costas de Alzada también a la ejecutante vencida  (art. 68 y 556 del C. P. C. C.).

               En  cuanto a los honorarios por los tra​bajos realizados en esta Alzada  de  los  profesionales intervinientes, regulados que sean los correspondientes a Primera Instancia, se resolver  al respecto.-  (Arts. 31 y 51 de la Ley 8.904).-

ASI LO VOTO.-

Los Señores Jueces Dres. Castro Durán y Rosas, aducien​do análogas razones dieron sus votos en igual sentido.-

               Con lo que se dio por finalizado el pre​sente acuerdo que firman los Señores Jueces por ante mí: DRES. JUAN JOSE GUARDIOLA, RICARDO MANUEL CASTRO DURAN Y PATRICIO GUSTAVO ROSAS, ante mí, DRA. MARIA V. ZUZA (Secretaria).- 
//NIN, (Bs. As), veintiocho de Agosto de 2.008.-

               AUTOS Y VISTO:
               Por  los  fundamentos  consignados en el acuerdo  que  antecede,  preceptos legales citados y en cuanto ha sido materia de recurso -artículos 168 de  la Constitución Provincial y 272 del CPCC-, SE RESUELVE:
               I- CONFIRMAR la sentencia en crisis, con costas de Alzada también a la ejecutante vencida  (art. 68 y 556 del C. P. C. C.).

               En cuanto a los honorarios por los tra​bajos realizados en esta Alzada de los profesionales intervinientes, regulados que sean los correspondientes a Primera Instancia, se resolver  al respecto.- (Arts. 31 y 51 de la Ley 8.904).-

               Regístrese, notifíquese y  oportunamente remítanse al Juzgado de origen.- DRES. JUAN JOSE GUARDIOLA, RICARDO MANUEL CASTRO DURAN Y PATRICIO GUSTAVO ROSAS, ante mí, DRA. MARIA V. ZUZA (Secretaria).-
